
31748 Sábado 24 septiembre 2005 BOE núm. 229

I.    Disposiciones generales

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 15844 ORDEN EHA/2963/2005, de 20 de septiembre, 
reguladora del Órgano Centralizado de Preven-
ción en materia de blanqueo de capitales en el 
Consejo General del Notariado.

Las últimas modificaciones normativas habidas en 
materia de prevención del blanqueo de capitales han 
modificado el carácter de los notarios. Si hasta fecha 
reciente los mismos se calificaban por dicha normativa 
como meros sujetos colaboradores, desde la entrada en 
vigor de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurí-
dico de los movimientos de capitales y de las transaccio-
nes económicas con el exterior y sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales, se con-
sidera a los notarios sujetos obligados, si bien que de un 
modo concreto (artículos 2.2 de la Ley 19/1993, de 28 de 
diciembre, sobre determinadas medidas de prevención 
del blanqueo de capitales y 16 de su Reglamento, apro-
bado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, en adelante 
el Reglamento).

Por otra parte, el notario no deja de ser un funcionario 
público que en el ejercicio de su función ha de velar por la 
legalidad del acto o negocio jurídico que autoriza y docu-
menta. Este carácter funcionarial del notario, unido a la 
inserción en su organización corporativa, dota a la profe-
sión notarial de acusadas particularidades que la indivi-
dualizan del resto de los sujetos obligados.

En este contexto, razones de eficiencia hacen extre-
madamente conveniente el establecimiento de un órgano 
centralizado en esta materia. En efecto, debe recordarse 
que en la actualidad existen algo más de 2.900 notarios 
distribuidos territorialmente, circunstancia que aconseja 
coordinar la actuación de todos estos funcionarios en tan 
concreto y especial ámbito. La gestión centralizada de la 
prevención del blanqueo de capitales, prevista con carác-
ter general en la normativa reguladora (artículo 11.1 del 
Reglamento), permitirá una superación de la actual situa-
ción de «atomización», incrementando la eficacia del sis-
tema, en beneficio tanto de la profesión notarial como de 
la lucha contra las formas graves de criminalidad.

Esa actuación coordinada sólo puede lograrse 
mediante la creación en el seno del Consejo General del 
Notariado de un Órgano Centralizado de Prevención en 
materia de blanqueo de capitales. Ciertamente, el Con-
sejo General del Notariado no es una entidad extraña al 
notario, sino que es la misma estructura administrativa 
en la que se inserta el notario (artículo 336 del Reglamento 
Notarial). Por ello, el Tribunal Constitucional utiliza la 
expresión de que la organización corporativa notarial es 
«parte integrante de la organización notarial» y, por tanto, 

a efectos del cumplimiento de las funciones notariales 
son una «parte» más de la denominada Administración 
del Notariado (Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal 87/1989, de 11 de mayo).

Por otro lado, la ausencia de ajenidad entre el notario 
y su organización corporativa nos sitúa, desde la perspec-
tiva de la legislación de protección de datos, en una situa-
ción especialísima, pues los Colegios Notariales y el Con-
sejo General del Notariado, podrán prestar asistencia 
técnica a los notarios, como funcionarios, cuando éstos 
ejerzan una función pública. Por ello, la propia Directi-
va 91/308/CEE del Consejo, relativa a la prevención de la 
utilización del sistema financiero para el blanqueo de capi-
tales, en la redacción dada por la Directiva 2001/97/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de diciembre de 
2001, establece en su artículo 6.3 que en el caso de los 
notarios los Estados miembros podrán designar al orga-
nismo autorregulador de la profesión como la autoridad a 
la que se ha de informar de cualquier hecho que pudiera 
ser indicio de blanqueo de capitales y, a tal efecto, esta-
blecerán las formas apropiadas de cooperación entre 
dicho organismo y las autoridades responsables de la 
lucha contra el blanqueo de capitales. Asimismo, cabe 
añadir que para el concreto supuesto de los notarios, no 
sólo es de aplicación el artículo 9.1 a) de la Ley 2/1974, 
de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales cuando 
regula las competencias de los Consejos de Colegios, atri-
buyendo como función esencial a los Colegios Profesiona-
les la de ejercer cuantas funciones le sean encomendadas 
por la Administración y colaborar con ésta mediante la rea-
lización de actividades que sean propias de sus fines, sino 
el vigente artículo 344 del Reglamento Notarial que regula 
las funciones del Consejo General del Notariado. Así, tal 
precepto atribuye a éste las siguientes funciones: apartado 
A), punto 6 –organizar servicios comunes de interés para 
los Notarios– y apartado C), punto 5, ejercicio de cuantas 
funciones le sean encomendadas por la Administración 
«en todo lo que se refiera a la función notarial».

En definitiva, las particularidades de la profesión nota-
rial, unidas a la conveniencia de reforzar el sistema, justi-
fican la aprobación por el Ministro de Economía y 
Hacienda de las orientaciones contenidas en la presente 
Orden, de conformidad con lo establecido en el inciso 
final del párrafo segundo del artículo 11.1 del Reglamento 
en relación con la habilitación contenida en la Disposición 
final primera del Real Decreto 925/1995, de 9 de junio.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Órgano Centralizado de Prevención en el Con-
sejo General del Notariado.

El Consejo General del Notariado establecerá un 
Órgano Centralizado de Prevención (en adelante, OCP) 
para el reforzamiento, intensificación y canalización en la 
colaboración del notariado con las autoridades judiciales, 
policiales y administrativas responsables de la lucha con-
tra el blanqueo de capitales.
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Artículo 2. Incorporación al OCP.

Los notarios deberán comunicar por escrito mediante 
el modelo previsto en el Anexo de esta Orden al Consejo 
General del Notariado su incorporación al OCP. El OCP 
ostentará respecto de los notarios la condición de encar-
gado del tratamiento, a los efectos previstos en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal.

Artículo 3. Examen especial de operaciones.

La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP exami-
nará con especial atención cualquier operación contenida 
en el índice informatizado a que se refiere el artículo 7 del 
Real Decreto 1643/2000, de 22 de septiembre, sobre medi-
das urgentes para la efectividad de la integración en un 
solo Cuerpo de Notarios y Corredores de Comercio Cole-
giados, en la que intervenga o participe el Notario relativa 
a la compraventa de bienes inmuebles o entidades comer-
ciales o al resto de operaciones recogidas en el artícu -
lo 2.2.d) del Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, que 
puedan estar particularmente vinculadas al blanqueo de 
capitales.

Asimismo, podrá examinar aquellas operaciones que, 
encontrándose en el supuesto previsto en el párrafo ante-
rior y con carácter previo a su autorización o intervención, 
le sean remitidas para su análisis por los notarios.

Los notarios deberán facilitar a la Unidad de Análisis y 
Comunicación del OCP cualquier información que ésta les 
requiera para el ejercicio de su función de examen. Asi-
mismo, los notarios deberán velar por la integridad y 
veracidad del contenido de los índices informatizados, a 
los efectos del debido cumplimiento de lo previsto en el 
párrafo precedente.

Artículo 4. Comunicación de operaciones.

Si tras el examen a que se refiere el artículo anterior, 
existieran indicios o certeza de blanqueo de capitales, la 
Unidad de Análisis y Comunicación del OCP comunicará 
la operación al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Pre-
vención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Moneta-
rias en nombre y por cuenta del Notario interviniente o 
autorizante o que hubiera sometido la operación a exa-
men del OCP con carácter previo a su autorización o inter-
vención.

La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP estará 
obligada a facilitar al Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias cualquier información que éste le requiera en 
el ejercicio de sus competencias. El responsable de la Uni-
dad de Análisis y Comunicación del OCP ostentará la con-
dición de representante de los notarios ante el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias.

Artículo 5. Requerimientos de autoridades.

La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP atenderá 
con la máxima diligencia los requerimientos de información 
o colaboración que le sean formulados por las autoridades 
judiciales, policiales o administrativas responsables de la 
lucha contra el blanqueo de capitales, pudiendo a estos efec-
tos solicitar de los notarios los datos necesarios.

Artículo 6. Procedimientos de control.

La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Forma-
ción del OCP elaborará y mantendrá actualizado un 
Manual de Procedimientos de Prevención del Blanqueo 
de Capitales para los notarios.

La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Forma-
ción del OCP velará para que los notarios apliquen en su 
actividad profesional el referido Manual.

Artículo 7. Formación de empleados.

La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Forma-
ción del OCP organizará acciones formativas, presencia-
les o a distancia, dirigidas a los notarios y a su personal, 
emitiendo los correspondientes diplomas.

Artículo 8. Director del OCP.

La Dirección del OCP deberá ser desempeñada por 
persona que reúna las condiciones de experiencia técnica 
y profesional que la hagan idónea para el desempeño del 
cargo.

La Unidad de Análisis y Comunicación y la Unidad de 
Procedimientos, Cumplimiento y Formación realizarán 
sus funciones con arreglo a las orientaciones y directrices 
del Director del OCP.

Artículo 9. Comunicación de operaciones al Servicio Eje-
cutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias.

Las comunicaciones realizadas al Servicio Ejecutivo de 
la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias en el marco de la prevención del 
blanqueo de capitales contendrán en todo caso los requisi-
tos y la totalidad de la información señalada en el apartado 
4 del artículo 7 del Reglamento, con indicación nominativa 
del notario o notarios intervinientes o autorizantes.

Disposición final primera. Habilitación.

Se habilita al Director General del Tesoro y Política 
Financiera y al Director General de los Registros y del 
Notariado para dictar Instrucciones conjuntas para la apli-
cación de lo previsto en esta Orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor a los tres meses de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 20 de septiembre de 2005.

SOLBES MIRA

Sr. Secretario de Estado de Economía y Sra. Directora 
General del Tesoro y Política Financiera.

ANEXO

Comunicación del notario al Consejo General
del Notariado

Don/Doña ............................................, con NIF ............., 
en calidad de titular de la Notaría sita en la calle ..................,
.............................................................de .............................., 
provincia de ......................................., comunica al Consejo 
General del Notariado su decisión de incorporarse al 
Órgano Centralizado de Prevención que se crea por 
la …..…… de .......... de ........... integrado en tal Consejo, 
atribuyendo a éste la condición de encargado del trata-
miento de conformidad con lo expresamente previsto en 
el artículo 12 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciem-
bre, de protección de datos de carácter personal, para 
realizar las actuaciones precisas en el ámbito de preven-
ción de blanqueo de capitales a que se refiere dicha 
Orden.
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En el ejercicio de la función atribuida, el Consejo 
General del Notariado únicamente tratará los datos con-
forme a las instrucciones de D/Dña. ................................, 
responsable del tratamiento, en los términos previstos en 
la citada Orden ................. de ........... de ............. no apli-
cándolos a ningún fin distinto y procederá únicamente a 
su comunicación, siempre en nombre y por cuenta de 
D/Dña. ................................, en los supuestos legalmente 
previstos, a los órganos competentes en materia de pre-
vención de blanqueo de capitales de conformidad con la 
Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales y Real 
Decreto 925/1995, de 9 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de 
capitales.

Igualmente, el Consejo General del Notariado implan-
tará las medidas técnicas y organizativas de nivel medio 
necesarias que garanticen la seguridad e integridad de los 
datos de carácter personal incluidos en las bases de 
datos, centros de tratamiento, locales, equipos, sistemas, 
programas y las personas que intervengan en el trata-
miento de los datos de carácter personal y que eviten su 
alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, 
habida cuenta del estado de la tecnología, la naturaleza 
de los datos almacenados y los riesgos a que están 
expuestos, ya provengan de la acción humana, del medio 
físico o natural. Las medidas de seguridad mencionadas 
son las determinadas en el Real Decreto 994/1999, de 11 
de junio, por el que se aprueba el Reglamento de medidas 
de seguridad de los ficheros automatizados que conten-
gan datos de carácter personal.

En ................................, a ...... de ................. de 2005.

Fdo.: ............................ 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 15845 REAL DECRETO 1085/2005, de 16 de septiem-

bre, por el que se establecen normas zoosani-
tarias para la importación y tránsito por España 
de determinados ungulados vivos procedentes 
de terceros países.

Mediante el Real Decreto 495/1990, de 20 de abril, por 
el que se establecen las condiciones sanitarias que deben 
reunir los animales vivos de las especies bovina y porcina 
importados de países terceros, el capítulo III del Real 
Decreto 1941/2004, de 27 de septiembre, por el que se 
establecen las normas de policía sanitaria que regulan los 
intercambios intracomunitarios y las importaciones de 
terceros países de animales de las especies ovina y 
caprina, y los artículos 82 y 83 del Real Decreto 2179/2004, 
de 12 de noviembre, por el que se establecen medidas de 
lucha contra la fiebre aftosa, se ha incorporado a nuestro 
ordenamiento la Directiva 72/462/CEE del Consejo, de 12 
de diciembre de 1972, relativa a problemas sanitarios y de 
policía sanitaria en las importaciones de animales de las 
especies bovina, porcina, ovina y caprina y de carne 
fresca y de productos a base de carnes procedentes de 
países terceros.

Con el fin de racionalizar y actualizar las disposiciones 
zoosanitarias relativas al comercio internacional de ani-
males, recogidas en la citada Directiva 72/462/CEE, debido 
a la evolución de las normas internacionales de la Oficina 
Internacional de Epizootias y a la adopción de nuevas nor-

mas, así como a sus repercusiones en el marco de la 
Organización Mundial del Comercio y su Acuerdo sobre la 
aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias, gran 
parte de las disposiciones de dicha directiva habían sido 
sustituidas por otras normas comunitarias, y las que con-
tinuaban vigentes han sido sustituidas por la Directi-
va 2004/68/CE del Consejo, de 26 de abril de 2004, por la 
que se establecen normas zoosanitarias para la importa-
ción y tránsito en la Comunidad de determinados ungula-
dos vivos, que la deroga, a la vez que modifica las Directi-
vas 90/426/CEE y 92/65/CEE. Asimismo, la Directi-
va 2004/68/CE tiene como finalidad adecuar las normas 
reguladoras de la importación de ungulados vivos a la 
Directiva 2002/99/CE del Consejo, de 16 de diciembre
de 2002, por la que se establecen las normas zoosanita-
rias aplicables a la producción, transformación, distribu-
ción e introducción de los productos de origen animal 
destinados al consumo humano.

Mediante este real decreto se incorpora a nuestro 
ordenamiento la mencionada Directiva 2004/68/CE y se 
establecen las normas de sanidad animal aplicables a la 
importación y tránsito de terminados ungulados vivos 
procedentes de terceros países, al tiempo que se modifi-
can, parcialmente, los Reales Decretos 1347/1992, de 6 de 
noviembre, por el que se modifican las normas de lucha 
contra la peste equina y se establecen las condiciones de 
sanidad animal que regulan los movimientos intracomu-
nitarios de équidos y las importaciones de estos animales 
de países terceros, 1881/1994, de 16 de septiembre, por el 
que se establecen las condiciones de policía sanitaria 
aplicables a los intercambios intracomunitarios y las 
importaciones procedentes de países terceros de ani-
males, esperma, óvulos y embriones no sometidos, 
con respecto a estas condiciones, a las disposiciones 
contenidas en la sección 1 del anexo A del Real Decreto 
1316/1992, de 30 de octubre, y 1941/2004, de 27 de sep-
tiembre, por el que se establecen las normas de policía 
sanitaria que regulan los intercambios intracomunitarios 
y las importaciones de terceros países de animales de las 
especies ovina y caprina. Asimismo, se deroga el Real Decreto 
495/1990, de 20 de abril, el capítulo III del Real Decreto 
1941/2004, de 27 de septiembre, y los artículos 82 y 83 del 
Real Decreto 2179/2004, de 12 de noviembre.

Este real decreto se estructura en ocho artículos, una 
disposición adicional, una transitoria, una derogatoria y 
seis disposiciones finales. De esta regulación, conviene 
destacar los siguientes aspectos:

a) La importación y tránsito por España, de ungula-
dos vivos, sólo se autorizará si provienen de terceros 
países, o partes de estos, autorizados por la Comisión 
Europea e incluidos en las correspondientes listas comu-
nitarias, que ofrezcan una serie de garantías sanitarias 
generales, y que cumplan las condiciones específicas que 
se fijen para ciertos supuestos por la citada Comisión. De 
esta forma, se establece en una única disposición la nor-
mativa anteriormente dispersa en diversos reales decre-
tos, específicos según la especie animal o en función de la 
enfermedad regulada.

b) Se prevén ciertas excepciones en casos muy con-
cretos, en atención a las circunstancias concurrentes, 
para facilitar el movimiento de determinados animales, 
como los de especies amenazadas, o los destinados a 
eventos deportivos o a exhibiciones siempre sin ánimo 
comercial.

c) Se prevé la aplicación transitoria de una serie de 
decisiones dictadas en ejecución de la Directiva 72/462/CEE, 
mediante las cuales se fijan los terceros países respecto 
de los que se autoriza la exportación, al territorio comuni-
tario, de animales o productos de origen animal, hasta 
que por la Comisión Europea, en aplicación de la directiva 


